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similar al de los corredores, ... tienen un seguro de RC y accidentes sufragados por ellos mismos (se anexa póliza) por 
si tuvieran algún incidente en la prueba, ya que al no estar inscritos en la misma el seguro no les cubriría.

A todos los participantes en silla de ruedas se les recuerda la obligación de cumplir los requisitos para poder 
participar de forma segura. ... El IMD ha acordado con este colectivo un protocolo (se anexa) con unas normas de 
seguridad que deben de cumplir.

La inscripción de estos colectivos no está permitida por el reglamento y no lo estará. Aún así, han habido 
varias asociaciones y algunos corredores de forma individual que han querido hacer visible su enfermedad y 
han tomado parte en el Maratón”.

La postura de esta Institución, como no podía ser de otra forma, es el fomento del deporte como un derecho de 
la ciudadanía en general, y de los menores y discapacitados, en particular, como elemento integrador, pero todo 
ello con el cumplimiento de los requisitos de estar amparada dicha participación en la norma que regule la prueba 
o evento concreto.

Y, a tal efecto, se dictó la siguiente Resolución:

“Recordatorio del deber de cumplir los preceptos de legalidad constitucional y ordinaria que hemos referido 
en la parte expositiva.

Sugerencia 1 para que, de considerarse procedente la participación de menores de edad, o en su caso, de 
menores de edad que acrediten una discapacidad, se proceda a la modificación del Reglamento que regula la 
prueba disponiendo las medidas necesarias para garantizar las condiciones de participación de este singular 
colectivo.

Sugerencia 2 para que, de no ser procedente una modificación del Reglamento, se proceda -al igual que se 
ha realizado en el Circuito de Carreras Populares #Sevilla 10 2018- a anexar la Normativa específica para 
participantes menores de edad con diversidad funcional asistida. 

Recomendación de que en defecto de la adopción de las medidas anteriormente sugeridas, y de conformidad 
a lo establecido en el Reglamento de la prueba, se controle el requisito de acreditar la mayoría de edad en las 
inscripciones para autorizar la participación de todo corredor”.

...

1.3 Dependencia y Servicios Sociales

1.3.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite

1.3.2.1 Dependencia

Hemos subrayado en todos los informes precedentes, que la situación de dependencia otorga a quien se encuentre 
en la misma, un derecho subjetivo, con todo lo que ello comporta.

A pesar de esta naturaleza jurídica, y de que los diferentes poderes y Administraciones con facultades en su 
devenir, caminan por la senda del convencimiento de que el Sistema de la Dependencia es una conquista social sin 
retorno, como necesidad social precisada de la respuesta y organización pública, la efectividad del derecho de las 
personas solicitantes aparece en muchos casos subordinada a razones de financiación y de organización.

Concentramos los puntos de discordia en las vulneraciones del plazo para resolver el procedimiento 
administrativo, es decir, para reconocer la situación de dependencia y para la efectividad del derecho mediante la 
asignación de una prestación del Sistema o de un servicio del Catálogo.
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Añadiremos que -obviando discrepancias difícilmente resolubles acerca del grado de dependencia resultante de 
la valoración técnica-, es preponderante el conflicto cuando se trata del acceso a servicios, por lo que atañe a su 
concreción. Nos referimos particularmente a la ubicación del Centro residencial para las personas mayores, 
a la insuficiencia de residencias destinadas a personas dependientes con específicos perfiles de discapacidad y, 
finalmente, a la poco usual prestación económica de asistencia personal.

1.3.2.1.1 La inobservancia del deber de reconocer en plazo la prestación de dependencia

La Disposición final primera de la Ley 39/2006, expresa en su apartado segundo lo siguiente: “En el marco 
de lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de la Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común, el plazo máximo, entre la fecha de entrada de la solicitud y la de 
resolución de reconocimiento de la prestación de dependencia será de seis meses, independientemente de que 
la Administración competente haya establecido un procedimiento diferenciado para el reconocimiento de la 
situación de dependencia y el de prestaciones”. (Debemos significar que conforme a la Disposición final cuarta 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la 
referencia a la Ley 30/1992 citada, debe entenderse hecha en este caso a esta última).

Entre las opciones que contempla dicha Disposición y dejando al margen las controversias doctrinales 
sobre la correcta configuración procedimental para la tramitación del expediente de dependencia, (uno o más 
procedimientos, subprocedimientos o meras fases dentro de un mismo expediente), la comunidad autónoma de 
Andalucía se decantó por establecer sendos procedimientos administrativos que, con autonomía y tramitación 
sucesiva dentro del expediente de la persona interesada, conducen a la efectividad del derecho. El primero, iniciado 
a instancia de parte, y duración máxima de tres meses, con intervención exclusiva de la Administración autonómica, 
dedicado a la valoración y reconocimiento de la situación de dependencia. Y de oficio el segundo, destinado 
a la propuesta de recurso por los Servicios Sociales, para su aprobación ulterior por la Delegación Territorial 
competente en materia de servicios sociales, en idéntico plazo máximo de tres meses.

Esta obligación legal irrefutable, de aplicación uniforme en todo el territorio nacional y desvinculada de los lances 
procedimentales que para sí acuerde cada comunidad, se ha consolidado como el caballo de batalla del Sistema de 
la Dependencia, a fuerza de convertir en costumbre lo que debería ser excepción.

En este sentido, más que el volumen de quejas que recibimos, lo relevante es la prolongación del problema en el 
tiempo y las numerosas actuaciones que dedicamos a defender y a hacer valer ante la Administración el legítimo 
derecho de las personas afectadas.

Las significativas demoras de los expedientes que conocemos, suponen una superación del plazo legal 
máximo por encima de lo razonable, tanto en las actuaciones dirigidas al reconocimiento o revisión de grado, 
como en las que comporta la asignación de recurso.

Respecto del reconocimiento de la situación de dependencia, ya inicial o por revisión de grado, en 2018 
hemos recibido quejas en las que se manifiesta que las valoraciones se encuentran paralizadas debido a la falta 
o insuficiencia de personal técnico que las practique. Si bien en anualidades anteriores se aducían razones de 
acumulación de expedientes provenientes de “ralentizaciones” precedentes, en el pasado ejercicio la nota adicional 
ha venido de la información suministrada por las mismas personas reclamantes, que refieren que en determinadas 
zonas las valoraciones están paralizadas o muy retrasadas por falta absoluta de personal de valoración o 
por la asignación insuficiente de un único profesional. Algunas de estas quejas se encuentran aún en trámite 
(queja 18/5747, queja 18/4534), mientras que en otras, a pesar de la deficiencia, la pretensión ha podido ser resuelta 
favorablemente (queja 18/5618).

En la fase de PIA, es decir, en la que tiene por finalidad reconocer un recurso y dar efectividad al derecho 
de la persona en situación de dependencia, se aprecia asimismo la continuidad en la dinámica de significativa 
extemporaneidad en la resolución de los expedientes, especialmente acusada cuando el recurso propuesto es el 
servicio de atención residencial.
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Debemos llamar la atención, en este sentido, a la enorme dilación que en muchas ocasiones conlleva la revisión 
del PIA (hasta dos y tres años), cuando tiene su causa en el cambio de comunidad autónoma de residencia, 
es decir, por trasladar su domicilio a Andalucía la persona dependiente (queja 18/5404).

Insistimos frecuentemente en puntualizar que no pretende esta Institución denostar con enfoques faltos de rigor 
la gestión ni los logros de un Sistema, cuya misma supervivencia a la inestabilidad de los años críticos precedentes 
nos genera satisfacción.

Sabemos que son muchos los servidores públicos, autonómicos y locales, que dedican tiempo y voluntad a 
este cometido voluminoso. Pero en la visión de la realidad que nos toca observar, hemos de señalar que no son 
suficientes los medios puestos al servicio de la causa, ni los personales ni los materiales, y, en el desempeño de la 
función de defensa de derechos que nos compete, debemos insistir en que el derecho subjetivo que legítimamente 
ostentan las personas en situación de dependencia, no ha de quedar condicionado y postergado por cuestiones 
de dotación presupuestaria y de insuficiencia de recursos personales.

1.3.2.1.3 Escasez de servicios, especialmente residenciales, para discapacitados con perfiles 
específicos en situación de dependencia

Desde el año 2016 venía esta Defensoría investigando las dificultades de aprobación del PIA correspondiente a 
personas en situación de dependencia con un determinado perfil de discapacidad, en la medida en que, de las quejas 
que nos dirigían las personas afectadas, se desprendía que era insuficiente la oferta de servicios a su disposición y, 
en especial, de plazas residenciales acomodadas a los diferentes perfiles.

Este cometido lo abordamos a través de la queja 16/6941, incoada de oficio, que ha culminado en el año 2018 
mediante Resolución dirigida a la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía, en cuya virtud se 
insta a la misma a examinar las necesidades reales del colectivo de personas con discapacidad con dependencia 
reconocida, en sus diversos perfiles, promoviendo las actuaciones que permitan completar el mapa de recursos 
en todos los ámbitos provinciales con demanda, acomodar el número y clase de centros y de plazas 
residenciales a la referida demanda y hacer efectivo el derecho subjetivo de este colectivo de dependientes 
a acceder a un recurso residencial adecuado a su perfil.

La necesidad de pronunciamiento por esta Institución, partió de la constatación de que, con mucha frecuencia, las 
personas dependientes mayores de edad y afectadas por patologías físicas o psíquicas, se enfrentan a una dificultad 
añadida cuando el recurso prescrito es el de atención residencial: la insuficiencia de plazas residenciales 
destinadas por la Administración a dar respuesta a las concretas necesidades que demanda su patología o 
trastorno y que exige su beneficio.

Los informes recibidos de las respectivas Delegaciones Territoriales, efectivamente, concluían en los casos 
denunciados ante esta Defensoría, que no era posible resolver el PIA por falta de plaza vacante en el recuso 
residencial adecuado a su perfil prescrito como idóneo.

La Administración, además, no solo aludía en sus informes a la precitada razón, como realidad objetiva que obstara 
al acceso en un momento o período puntual y concreto, sino que significaba tratarse de una insuficiencia claramente 
estructural, que conducía a la escasa probabilidad de vacante futura, al tratarse de plazas ocupadas por residentes 
llamados a beneficiarse de este recurso residencial -afortunadamente- durante muchos años, con una prolongada 
estancia y trayectoria en los centros.

Se trataría, en definitiva, de una deficiencia persistente del Sistema, que, siquiera fuera transitoriamente pero 
por tiempo impredecible, dejaría fuera del Catálogo de Servicios a determinado sector de dependientes, o bien 
los incluiría mediante la asignación de un recurso disponible, distinto al inicialmente propuesto como idóneo. 
Destacan especialmente las personas con patologías enmarcadas en el espectro autista.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-a-la-administracion-que-sin-mas-demoras-resuelva-el-programa-de-ayuda-para-la-persona
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-que-se-atienda-al-perfil-especifico-de-personas-con-discapacidad-con-dependencia-reconocida
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El informe emitido a este respecto de forma expresa por la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de 
Andalucía, precisaba que los centros destinados a la atención de estos diversos tipos de dependientes tienen un 
ámbito territorial autonómico, a pesar del cual, se intentaba dar respuesta a la demanda a nivel provincial. Continuaba 
reseñando las cifras globales de plazas de atención residencial de que tratamos, en sus diversas modalidades, incluía 
una tabla comprensiva del mapa de recursos, en la que se desglosaban los distintos tipos de centros conforme 
al número de plazas de cada uno por provincias y se destacaba que para atender la necesidad, desde 2015 se 
había propiciado un incremento de 224 plazas, particularmente en Sevilla, seguida de Almería y Granada, así como 
implantado en provincias carentes de ellas, plazas correspondientes a ciertas tipologías, como la residencia de 
gravemente afectados por parálisis cerebral en la provincia de Almería, o las de daño cerebral adquirido.

En relación con el número de expedientes cuya propuesta de PIA está orientada a recursos de este tipo pendientes 
de aprobación, nos trasladó la Agencia un cuadro completo, asimismo desglosado por tipología de centros 
y provincias, que arrojó un resultado total de 757 en la comunidad autónoma, perteneciendo el mayor número 
de pendencias, por este orden, a las provincias de Sevilla (231), Málaga (225) y Granada (108). De entre ellos, las 
principales demandas específicas no cubiertas se encuentran en las plazas para personas con problemas de salud 
mental y las indicadas para personas con discapacidad intelectual con mayor nivel de autonomía en residencias o 
viviendas.

En este último sentido, destacó el informe la necesidad de tener en cuenta dos aspectos, a saber: el primero, 
que no todos los expedientes están en situación de aprobación de PIA inicial, sino que en algunos de los casos la 
persona dependiente ya cuenta con un recurso y de lo que se trata es de su revisión. Y, por otra parte, el hecho de 
que algunos expedientes no han podido resolverse por razones imputables a la voluntad del interesado, al desear 
obtener la plaza en un centro concreto, bien sin posibilidad de ampliar el concierto por falta de acreditación del 
mismo, bien sin plaza concertada vacante en aquel.

Como conclusión, curiosamente, la postura administrativa defiende que el servicio de atención residencial ha de 
ser el último recurso, dado que el arraigo familiar y social queda mejor garantizado por servicios de proximidad, 
como las unidades de día y las unidades de día con terapia ocupacional. Es decir, entiende que son preferibles los 
centros de día antes que los residenciales, por razones de arraigo.

Objetamos a ello, sin embargo, que, aun no siendo irrelevantes los expedientes concluidos con asignación de 
recurso residencial, los que no han obtenido respuesta administrativa positiva comprenden a muchas personas, 
todas ellas con un derecho de naturaleza plenamente subjetiva, algunas de las cuales, como venimos conociendo 
en las quejas individuales que tratamos a diario, afrontan dramas personales de difícil manejo que hacen penosa su 
permanencia en el núcleo familiar y que desbordan a quienes, con más voluntad que capacidad, dedican esfuerzos 
sobrehumanos a sostener precariamente una realidad precisada de abordaje especializado.

Es, por añadidura igualmente cierto, que no todos los expedientes resueltos con plaza residencial, lo son a plena 
satisfacción, ya que dentro de ellos no faltan supuestos en los que la plaza asignada se acaba produciendo en un centro 
distinto al que por su tipo de discapacidad correspondería a la persona afectada, en un intento bienintencionado 
pero inadecuado de la Administración, de canalizar la respuesta por algún medio residencial viable (usualmente, a 
través de plaza en centro residencial para personas mayores).

No obviaremos el matiz que introduce el informe cuando destaca que de los expedientes que penden de resolución 
asignando el recurso propuesto, algo menos de 400, la mitad, responden a dependientes desprovistos de prestación 
alguna del Catálogo (PIA inicial), mientras que la otra mitad cuenta con un recurso distinto al residencial y están 
pendientes del cambio del mismo por el residencial adecuado. La experiencia nos dice, sin embargo, que en no 
pocos de estos últimos expedientes, la revisión se insta cuando ha fracasado el recurso reconocido, lo que en 
definitiva significa que la persona afectada, en realidad, permanece en su domicilio sin recurso alguno, aguardando 
el reconocimiento de la plaza residencial oportuna. A lo que hemos de añadir que este tipo de procedimientos 
inconclusos por falta de plaza vacante, suelen prolongarse en dicho estado durante mucho tiempo, como la propia 
Administración reconoce, por la alta permanencia, estabilidad y escasa movilidad de las personas ya beneficiarias 
en sus centros respectivos.
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Por otro lado, en los supuestos en que la Administración residencia la causa que obsta a la resolución del procedimiento 
en el interés de la persona afectada y/o de su familia por permanecer o ingresar en un centro específico, consideramos 
oportuno traer a colación -únicamente desde el punto de vista de la ubicación geográfica del centro pretendido- la 
importancia que para todas las personas tiene conservar sus vínculos de arraigo familiar y social, que no es sino el deseo 
de preservar sus lazos de afecto, el mundo conocido y, en suma, la seguridad y protección de lo cotidiano. De donde 
entendemos que es esencial que las personas con discapacidad y derecho a un centro residencial por su situación de 
dependencia, puedan optar, no a uno concreto, pero sí a una plaza que no provoque su extrañamiento del entorno al 
que vitalmente pertenecen. No en vano, es este el argumento a que acude el informe de la Agencia, cuando resalta la 
importancia del arraigo familiar y social, para considerar que queda mejor garantizado por servicios de proximidad. A 
nuestro entender, el residencial es también un servicio en el que, además de garantizarse su acceso en la modalidad 
idónea, debe aplicarse un enfoque que procure dicha proximidad.

En lo atinente a la tipología y mapa de los recursos, el informe de la Agencia, por su parte, expone la apreciable 
variedad de centros que conforman la atención residencial a personas con discapacidad en situación de dependencia, 
distribuidos por las distintas provincias andaluzas, y así, residencias para gravemente afectados (discapacidad 
física, parálisis cerebral, discapacidad intelectual y alteraciones de conducta, espectro autista, daño cerebral y 
sordociegos); residencias para adultos o viviendas para discapacidad intelectual y, finalmente, casa hogar/
vivienda supervisada. Poniendo en conjunción esta distribución territorial con la información suministrada sobre la 
pendencia de expedientes, igualmente desglosada por provincias y tipos de centros para diferentes discapacidades, 
nos parece interesante apreciar, a efectos meramente dialécticos, que algunas provincias no cuentan con centros 
específicos para atender dependencias de concretas tipologías, existiendo en cambio demanda de los mismos, es 
decir, procedimientos inconclusos en los que la propuesta se orienta al reconocimiento del recurso en cuestión.

Concluimos por ello con la Recomendación inicialmente citada, haciendo valer el derecho a una adecuada calidad 
de vida de las personas con discapacidad y dependientes, traducido, en este caso, en su derecho a acceder a un 
recurso residencial adecuado a su perfil y que, en la medida de lo posible, preserve su arraigo familiar y social.

En cuanto al acogimiento que tal pronunciamiento ha merecido a la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de 
Andalucía, destacamos que a finales de 2018 comunicó que se había operado un incremento adicional de 73 plazas, 
siendo 30 para personas con discapacidad con mayor nivel de autonomía en residencia de adultos y viviendas tuteladas 
y 43 destinadas a centros de diversa tipología de personas con discapacidad con mayor necesidad de apoyo.

A las anteriores se añadirían 265 plazas de atención residencial para personas con discapacidad, a través de la 
figura del concierto social.

Esta Institución constatará la efectividad y suficiencia de esta proyección, a través del instrumento más certero 
que posee, a saber: mediante la revisión de los expedientes individuales tramitados por nuestra parte, que aún se 
encuentran abiertos y pendientes de satisfacción.

1.3.2.1.4 Plazas de respiro familiar para dependientes con discapacidad

Precisamente en relación con el concierto social al que aludimos en el apartado precedente, nos gustaría destacar 
que también la insuficiencia de plazas de respiro familiar nos llevó a tramitar, a instancia de parte, una queja en cuyo 
desenvolvimiento dirigimos a la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de Andalucía una Resolución que 
contenía la siguiente Sugerencia: “Que impulse los trabajos prioritarios que nos ha informado que viene desarrollando 
para ampliar la red de plazas concertadas de Atención Residencial, con la finalidad de que puedan culminar en 
nuevas concertaciones, dando así respuesta a las necesidades reales del colectivo de personas con discapacidad con 
dependencia reconocida, en sus diversos perfiles, promoviendo las actuaciones que permitan completar el mapa 
de recursos en todos los ámbitos provinciales con demanda, acomodar el número y clase de centros y de plazas 
residenciales a la referida demanda y hacer efectivo el derecho subjetivo de este colectivo de dependientes a acceder 
a un recurso residencial adecuado a su perfil” (queja 17/4555).

A través de la queja individual enlazada en el vínculo anterior, se planteaba la necesidad particular de un gran 
dependiente afectado con síndrome de down, cuyo recurso como dependiente es el de plaza en centro ocupacional.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/urge-ampliar-la-red-de-plazas-concertadas-de-atencion-residencial-para-atender-los-casos-de
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El hermano y responsable de cuidar a la persona dependiente, nos trasladaba la inexistencia o irrelevancia de las 
plazas de respiro familiar, concluyendo que ello impide que el cuidador pueda valerse de un descanso, salvo que lo 
contrate de forma privada.

El asunto, en todo caso, reunía caracteres que permitían su extrapolación general, por lo que solicitamos informe 
a la Agencia de Dependencia, que expresó que su prioridad es ampliar la red de plazas concertadas de Atención 
Residencial, aunque sin previsión de que se fueran a producir nuevas concertaciones.

Conocimos, del mismo modo, ya en el plano concreto del interés del compareciente ante esta Institución, que son 
únicamente cuatro las plazas destinadas a estancias residenciales temporales para personas con discapacidad en la 
provincia de Córdoba, lo que claramente explica la imposibilidad de que las personas potencialmente destinatarias 
de las mismas puedan acceder a un recurso de este tipo.

Ello nos llevó a concluir dirigiendo la Sugerencia reproducida al inicio de este apartado a la Agencia de Servicios 
Sociales y Dependencia de Andalucía y, como respuesta a la misma, recibimos un escrito que remitía a la figura del 
concierto social, en fase de implantación actual, como figura administrativa especial que permite mayor flexibilidad 
y garantía de calidad, que irá sustituyendo progresivamente, durante los próximos dos años, a los convenios de 
colaboración y contratos convencionales en vigor.

La Dirección Gerencia de la Agencia muestra su convencimiento de que “este procedimiento culminará garantizando 
la red actual de centros y plazas para personas con discapacidad en situación de dependencia y con el incremento de 
plazas para todas las tipologías de centros, lo que permitirá atender a un mayor número de personas con discapacidad 
en situación de dependencia dentro de la disponibilidad presupuestaria a la que está sometida esta Agencia”.

Por nuestra parte, solo nos resta aguardar hasta constatar en qué medida esta nueva forma de gestión pueda 
traducirse, en definitiva, en el asegurado incremento de plazas y, por tanto, mejorar los resultados y la situación 
actual, al margen de los límites a que apunta el último inciso de la respuesta administrativa, es decir, los de la 
disponibilidad presupuestaria.

1.3.2.1.5 Falta de desarrollo e implantación en Andalucía de la prestación económica de 
asistencia personal

La iniciativa individual fue, en este caso, la formalizada por una asociación y nos dio pie para interesarnos 
por la consecución de una aspiración, tal vez menor, si la comparamos con los asuntos antedichos, pero desde 
luego igualmente legítima, a saber: el desarrollo e implantación en Andalucía de la prestación económica 
de asistencia personal, prevista en el artículo 19 de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la 
Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia y como derecho por el artículo 
38 de la Ley 4/2017, de 25 de septiembre, de los Derechos y la Atención a las Personas con Discapacidad en 
Andalucía (queja 17/1788).

La finalidad de esta prestación es la promoción de la autonomía de las personas en situación de dependencia, en 
cualquiera de sus grados y su objetivo contribuir a la contratación de una asistencia personal, durante un número 
de horas, que facilite al beneficiario el acceso a la educación y al trabajo, así como una vida más autónoma en el 
ejercicio de las actividades básicas de la vida diaria.

La comunicación de parte relativa al planteamiento de lo que tratamos, expresaba que la mentada prestación de 
asistencia personal era escasamente prescrita, lo que, a su juicio, impide a las personas en situación de dependencia 
potencialmente destinatarias de este recurso -particularmente aquellas en situación de diversidad funcional-, ser 
ciudadanas de pleno derecho, en las mismas condiciones de libertad y de control sobre su vida que cualquier otra 
persona.

Para recabar la información oportuna, nos dirigimos tanto a la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia de 
Andalucía, como a la Dirección General de Personas con Discapacidad.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/queremos-conocer-el-desarrollo-e-implantacion-en-andalucia-de-la-prestacion-economica-de-asistencia
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La Dirección General aludida abanderó la respuesta, a la que se adhirió la Consejería de Igualdad y Políticas 
Sociales, defendiendo la aplicación de un Modelo de la Atención Integral centrada en la persona, que implica la 
coordinación de los servicios sociales y los sanitarios, cuyo pilar de sustento reside en que son los servicios los que 
tienen que adaptarse a las personas y a sus necesidades y no a la inversa.

En este sentido, sostiene que la prestación económica de asistencia personal ofrece importantes ventajas para las 
personas en situación de dependencia que pueden desarrollar una vida activa, residenciando en ellas la capacidad de 
decidir en qué manera se desenvuelve la misma, aunque su implantación está produciéndose de forma paulatina. Para lo 
cual, el informe reseñó los diferentes antecedentes producidos que coadyuvan a la consecución de este objetivo, cuyo 
corolario es la vigente Ley 4/2017, de 25 de septiembre, de los Derechos y la Atención a las Personas con Discapacidad 
en Andalucía, que en su artículo 38 reconoce el derecho de las personas con discapacidad en situación de dependencia 
a la asistencia personal y prevé la garantía de este derecho mediante la regulación de “las condiciones autonómicas de 
acceso a la prestación de asistencia personal” regulada en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre.

La Dirección General de Personas con Discapacidad, efectivamente, aportó datos estadísticos que revelaban la 
irrelevancia de la prestación económica de asistencia personal en relación con el conjunto de prestaciones nacionales 
reconocidas en marzo de 2017 (un total de 6026 del total de 1 082 774); la existencia de comunidades autónomas 
en las que ni siquiera se aplicaba la misma; y, por lo que a nosotros interesa, la insignificancia de su prescripción en 
Andalucía, con solo 9 prestaciones aprobadas de este tipo. En el plano opuesto, la única comunidad autónoma 
en que realmente tiene aplicación la prestación económica de asistencia personal es la del País Vasco (5506), seguida 
por Castilla y León (321), justificando el informe que la representación en la comunidad vasca de la prestación en 
cuestión se explica porque en la misma se “realiza una interpretación amplia de la imprecisa regulación a nivel 
estatal de la prestación económica de asistencia personal”.

Por lo demás, añadía que la evidencia de su falta de desarrollo a nivel nacional, había determinado la constitución 
por el Imserso de un grupo de trabajo conformado con todas las comunidades autónomas, del que habrían de salir 
las conclusiones y acuerdos que permitieran su desarrollo, delimitar los aspectos relacionados en la Recomendación 
citada y establecer criterios comunes para garantizar su calidad en el marco del Sistema para la Autonomía y 
Atención a la Dependencia, permitiendo una regulación homogénea.

Concluimos finalmente sugiriendo a la Agencia de Dependencia y Servicios Sociales de Andalucía y a la Dirección 
General de personas con discapacidad que, dentro de sus respectivas competencias, propiciaran las actuaciones 
necesarias para impulsar y alcanzar la consecución del desarrollo normativo de la prestación económica de 
asistencia personal, tan pronto como se alcanzaran los criterios comunes que garanticen la calidad en su prestación, 
dentro del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia.

Denotamos, en todo caso, que el Decreto por el que se regula la prestación económica de asistencia personal del 
Sistema de Atención a la Dependencia es una iniciativa incluida entre las previsiones del Plan Anual Normativo de 
2018 (Acuerdo de 27 de marzo de 2018, del Consejo de Gobierno, por el que se aprueba el Plan Anual Normativo 
para el 2018, publicado en el BOJA número 65 de 5 de abril de 2018), aunque no se haya materializado 
finalmente en el pasado ejercicio.

1.4. Educación

1.4.1 Introducción
...

También se exige una educación inclusiva y no segregadora para el alumnado afectado por algún tipo de 
discapacidad, a la par que se demanda recursos, becas y ayudas al estudio para el alumnado con necesidades 
educativas especiales asociadas a condiciones sociales desfavorables.

...

https://www.juntadeandalucia.es/boja/2018/65/1
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